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¿Quién hace las obras públicas?

El veinticinco aniversario del AVE Madrid-Sevilla por un lado, la actual campaña
electoral por otro, ponen de nuevo sobre la mesa la autoría de las infraestructuras

en nuestro país generando toda suerte de debates en que cada partido político tien-
de a apuntarse los éxitos propios y minimiza las actuaciones de los adversarios.

España, desde los años ochenta, afrontó con firmeza la decisión de llevar a cabo
aquellas obras públicas que nos debían igualar en esta materia a los demás países eu-
ropeos, y que, casi siempre por dificultades económicas, se habían ido desarrollando a
un ritmo inferior al que se requería ante necesidades cada día más perentorias.

La incorporación a la Unión Europea facilitaba esta política, pues nuestra situación
de país receptor, permitía la utilización de fondos jamás imaginados en aras de esa
mejora, y así lo entendieron los dos partidos que se encontraron, a partir de esos años,
al frente de los sucesivos gobiernos.

En la legítima discusión establecida sobre quién realiza las obras públicas, se abrió,
pues, una agria polémica en torno a las importantes mejoras llevadas a cabo desde
esas fechas, polémica que llega ahora a conclusiones tan peregrinas como que las re-
alizadas por los unos están mal hechas, mientras que las realizadas por los otros están
perfectas, sin matizar (porque estiman que hablan para desconocedores) que las unas
y las otras por fin existen y funcionan; que unas salen mejor que otras y otras mejor que
unas pero que, en España, todas son, afortunadamente, de gran calidad; que los téc-
nicos que las proyectan y las llevan a cabo son prácticamente los mismos y que los
cortes de cinta, con incomprensibles besos y abrazos incluidos, ponen fin, normalmen-
te a períodos de tramitaciones y trabajos que se originaron y desarrollaron a lo largo
de etapas de muy diversos regímenes y gobiernos. Basta con tender una mirada al pa-
sado siglo XX para contemplar una buena muestra de todo ello.

Es demasiado simplista la forma en que se quiere plantear. Las obras públicas son
obras de Estado, se planifican para dar satisfacción a las necesidades de los ciudada-
nos, se desarrollan según posibilidades y coyunturas que llegan a superar a las ideolo-
gías imperantes y, en la mayoría de las ocasiones, las finalizan y se ponen la medalla,
casi,  quienes pasaban por ahí en una determinada situación.

No procede exagerar este debate. El desarrollo de las infraestructuras, obligación
fundamental de los gobiernos, lleva consigo el establecimiento de plazos que, salvo en
brillantes excepciones, superan la duración de los mandatos en las distintas Administra-
ciones, y  no es serio insultarse recabando absolutamente esa autoría. Las obras, des-
de que se planifican, hasta que se inauguran, duran normalmente más de cuarenta y
siete meses. u


